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¿Es posible que estéis todos de acuerdo en querer mi muerte por una presunta razón de Estado que alguien malignamente le sugiere, casi como solución de todos los problemas del país?


			Aldo Moro, carta del 12 de abril de 19781









			Prólogo


			La democracia vaciada






			Quien declara el estado de excepción es el soberano. Las élites votan todos los días, deciden por las mayorías todos los días y, llegado el caso, declaran el estado de excepción, para quienes ellos decidan, todos los días.


			El deep state es la expresión actual de la razón de Estado, esa conjunción, no siempre coordinada, de altos círculos del poder, altas finanzas, servicios de inteligencia, ejército —y su industria armamentística—, togados, junto a los publicistas de todos ellos. Es el Estado dentro del Estado, más sus ramificaciones. Esto es, el uso de recursos públicos y privados al margen de la ley, la ética y la supervisión popular a los que recurre el poder político y económico para mantener sus privilegios y su statu quo. 


			La “razón de Estado” se mueve. No es igual en la Florencia de Maquiavelo que en la Italia de Meloni. Ni la que aplicó Lincoln y condujo a la guerra que la que asesinó a Kennedy o dominó el despacho oval en tiempos de Donald Trump. No es igual la que encarceló a Mario Conde y Jesús Gil o a los independentistas catalanes, la que formó los GAL o la que ocultó las tropelías del rey Juan Carlos I. No es igual la que ha mantenido durante años fuera de la Constitución al Consejo General del Poder Judicial y la que persiguió con decenas de juicios finalmente archivados a Podemos. ¿O sí? Un hilo rojo las recorre. Es otro instrumento de quien tenga poder. Cuando el mercado empezó a dictar la lógica del Estado, el deep state empezó a responder más a banqueros y empresarios que a monarcas.


			Acertó El manifiesto comunista (1848) al afirmar que el Estado es “donde se sienta el consejo de administración que regula los intereses conjuntos de la burguesía”. En ese momento era cierto. Pero después pasó la Comuna de París de 1871 y la extensión del sufragio, el neocolonialismo y las guerras entre potencias, la organización de la clase obrera y la Primera Guerra Mundial, la segunda gran guerra y la derrota del fascismo, los Estados sociales y desarrollistas y la edad de oro de la socialdemocracia, el neoliberalismo, el calentamiento global, la crisis del neoliberalismo…


			El Estado moderno que emerge del feudalismo tuvo los mismos orígenes que una organización mafiosa: ofrecían seguridad frente a sus propias amenazas. Pero no basta la mera violencia. Además de la fuerza, el Estado siempre termina reclamando la gestión de lo colectivo porque defiende alguna suerte de implicación en el bienestar general (aunque solo fuera porque garantiza la paz). Pero tampoco caben engaños: la forma Estado, salvo en los lugares donde se impugnó el capitalismo, siempre tuvo, como última razón, el mantenimiento de los privilegios de las clases privilegiadas. Especialmente la propiedad privada.


			Conforme el Estado fue “domesticándose”, los poderosos fueron buscando soluciones alternativas al derecho para mantener las posiciones de poder de las clases privilegiadas. Votar, como decía Luis Napoleón Bonaparte, valía porque los pobres votarían a los ricos. En paralelo, el Estado puede estar en guerra sin que nadie lo sepa: en el Holocausto, en el Irangate, con los GAL, contra los adversarios políticos…


			La derrota de la derecha en la Segunda Guerra Mundial y la extensión del Estado social —alimentada por la existencia de la URSS— activó una suerte de “plan B” de los poderosos a la espera de la recuperación de la primacía del mercado sobre el Estado social. 


			El club Bildelberg, el foro de Davos, la Organización Mundial del Comercio, la Trilateral, la articulación neoliberal en diversas universidades europeas y norteamericanas, el G-7, la CIA… son espacios que construyeron el modelo neoliberal, al tiempo que desactivaban a los sectores críticos y terminaron incluso ganando a la socialdemocracia para las tesis neoliberales. El Estado profundo es el jarro de agua fría sobre la ingenuidad democrática de los sectores que creyeron en la democracia.


			En el caso de España, el deep state ha tenido su recorrido como alcantarillas o cloacas: una expresión esperpéntica de la razón de Estado. Como si las fuerzas especiales mandadas a Gibraltar por Thatcher para ejecutar a miembros del IRA o los que asesinaron a Kennedy o a Bin Laden, o los que abortaron tantas revoluciones fueran deep state, mientras que la formación de los GAL, con policías corruptos, consumidores de drogas y de prostitución, que terminaron asesinando o secuestrando a personas equivocadas, o el 23-F, con un guardia civil de opereta entrando en el Congreso, o la cobertura de las aventuras extramaritales del rey emérito por parte de policías de película de bajo presupuesto como Villarejo e, incluso, un CNI dedicado en cuerpo y alma a tapar furores genitales borbónicos, fueran simplemente cloacas, más cercanas a un juego sucio torpe y poco profesional que a lo que uno podría esperar de los que detentan el poder en España. Pero ese Estado profundo en España, aun en su esperpento, ha vaciado sustancialmente nuestra democracia.


			En las democracias consolidadas, el deep state es la profesionalización del golpe de Estado blando —aunque puede incluir asesinatos, como el de Falcone y Borsellino en Italia— que protagonizan las élites. En España, con una Transición tutelada y con demasiadas tareas democráticas pendientes, la razón de Estado ha tomado forma de farsa, correspondiendo a jueces conservadores y medios de comunicación la forma más elaborada de deep state. Cosas de la intransitiva Transición.


			Como recoge Del Clot siguiendo a Colomer, España es “una nación frustrada y, al mismo tiempo, un Estado débil”. Sin desmerecer de Cervantes, Lorca, Gaudí o Picasso, en vez de a James Bond, con licencia para matar, tenemos a Torrente, el brazo tonto de la ley; en vez de Novecento tenemos La vaquilla, y en vez de a los Monty Python tenemos a Los Morancos. El punto de encuentro de las élites españolas es la defensa de la monarquía. Sin rey, las élites hispánicas no sabrían coordinarse.


			Bien dice Del Clot que cuando el Estado no tiene que esconderse de nada, como en el franquismo, no hay “Estado profundo”. ¿Para qué? Por eso hay una relación tan profunda hoy entre el Estado profundo y los medios de comunicación. Que lejos de denunciar tejemanejes los ocultan, justificando cualquier tropelía. Aunque puede haber una vuelta de tuerca: el Estado profundo puede usar la amenaza de que hay un Estado profundo, atribuido a la izquierda, para seguir aplicando el Estado profundo. Es Trump hablando de la ciénaga de Washington, o VOX y el PP cuestionando ayer la autoría de los atentados de Atocha o en las elecciones de julio de 2023 el recuento electoral, a Correos o a Renfe. 


			Hacía falta un libro de esta categoría que se detuviera en los agujeros negros de la democracia. Un libro importante, valiente y dolido por culpa de una democracia más vacía de lo que parece. Cuando Pablo Iglesias, siendo vicepresidente, afirmó que la democracia española no era “plena”, le llovieron las críticas. Este libro es ciencia política en vena. Pasen y vean. Igual se asustan.






			Juan Carlos Monedero









			Presentación


			Narrar las profundidades del poder político






			Quis custodiet ipsos custodes?






			El Estado responde a un perímetro formado por tres puntos cardinales: el poder, la soberanía y el territorio. La política, como gestión del conflicto social, se enmarca en estas fronteras. Sin embargo, el Estado no tarda en transformarse en una entidad con vida propia. Ya no se negocian determinados extremos, ya no se pone en duda su esencia; solo se plantea su defensa. La razón de Estado, en el realismo político, se concentra en la lucha por la supervivencia del Estado. El objetivo es que toda organización estatal sea capaz de conseguir una finalidad primaria: concentrar, incrementar, asegurar y defender su propio territorio. Hasta ahí, todo correcto. El problema teórico y práctico que plantea la razón de Estado es que su defensa se produce fuera del marco legal —o constitucional— y al margen de cualquier control, sea este ético o jurídico, parlamentario o popular. Y lo que no se controla tiende a descontrolarse. Más aún: el abuso de poder sin respeto al marco de convivencia se transforma en una tiranía. Entonces se rompe el Estado democrático y de derecho. Y surge lo que en la literatura periodística y política —y cada vez más a menudo en la literatura académica— se conoce como el deep state.


			Hacerse preguntas de difícil respuesta


			El deep state no es un fenómeno nuevo, pero sí un fenómeno poco analizado. Falta un estudio riguroso que lo anatomice. Falta un libro que se haga preguntas de respuesta compleja; incluso de respuesta incómoda para una democracia. Preguntas como: ¿puede ser objeto de análisis académico lo oscuro, difuso, opaco? ¿Se puede estudiar en términos jurídicos, politológicos, sociológicos el Estado en su dimensión ilegítima? En otras palabras, ¿existen mecanismos de protección del Estado, en manos de élites que nadie ha escogido y que no responden ante nada, pero que todo el mundo sabe que están allí para defender la razón de Estado?


			Si la respuesta a las preguntas anteriores fuese afirmativa, las siguientes preguntas a hacerse serían: ¿qué personas, instituciones y por medio de qué mecanismos o a partir de qué prácticas se ha ejercido la protección y defensa del Estado? ¿Se han aprovechado de la posición de privilegio que significa ejercer el poder sin controles? ¿Cómo lo han financiado? ¿Cómo lo han justificado? ¿Bajo qué parámetros normativos, tergiversados o no, han actuado? ¿Qué criterios de oportunidad política se han tenido en cuenta para desarrollar la acción del Estado en su dimensión ilegítima? Todas estas preguntas se formulan a lo largo de las siguientes páginas. Sin embargo, conforman el hilo conductor de un relato que mezcla ciencia política, filosofía política, historia, derecho constitucional y derecho penal, pero en ningún caso se trata —así lo comprobará el lector— de un libro académico. Al contrario. Se trata de un ensayo escrito para ser leído sin ser experto. Solo hace falta tener interés en la política. Y, sobre todo, en el lado oscuro de la política.


			Para responder, pues, a las seis preguntas que todo interesado puede llegar a formularse —quién, cómo, cuándo, dónde, por qué y para qué— hemos dividido el trabajo en tres apartados, un capítulo introductorio y una conclusión. El primer apartado nace de una premisa similar a la expresada por el politólogo Josep Maria Colomer: España es una nación frustrada y, al mismo tiempo, un Estado débil2. O, mejor dicho: un Estado con mala salud de hierro. No le importa ensuciarse si así protege a ese Estado enfermo. Por eso la primera de las preguntas que nos hacemos es: ¿quién? ¿Quién baja a las alcantarillas para ensuciarse? ¿Quién conforma ese Estado profundo? El subtítulo de este apartado —“Alcantarillas, gabardinas, togas y tricornios”— ofrece algunas pistas. Resolver el interrogante reclama sumergirnos en las entrañas del minotauro español, hacer retrospectiva y analizar la construcción de la razón de Estado a partir de una fecha clave de la historia contemporánea española: el descalabro de 1898, que marca el fin del Imperio español.


			En el capítulo segundo veremos cómo 1898 será, también, el principio de un Estado temeroso de perder más territorios; sobre todo los interiores. Es decir: Cataluña y el País Vasco. El franquismo certifica ese miedo y construye un entramado jurídico, militar, policial y judicial para eliminar la singularidad territorial y reprimir la disidencia política. Crea un Estado dual —similar al que fraguó el Partido Nazi cuando llegó al poder—, pero no un Estado profundo. No necesita hacerlo. No debe esconderse de nada. La Alemania de Hitler y la Italia de Mussolini darán apoyo logístico y se convertirán en fuente de inspiración intelectual para construir un nuevo Estado con su propia razón de ser: soberanía única, estructura territorial unitaria y monarquía como símbolo de la unidad del Estado. Rechazará la democracia, el pluralismo político y aplicará las doctrinas del derecho penal nazi —concebido en la Escuela de Kiel y teorizado, entre otros, por Carl Schmitt o Edmund Mezger— a todo aquel que quiera romper España y agravar la herida de 1898. Estos serán considerados enemigos políticos.


			La derecha —y la extrema derecha más nacionalista y tradicional—, albacea de la razón de Estado, será analizada en el capítulo tercero. La mutación de las élites políticas del Régimen en abanderados de la Constitución de 1978 se convierte en un ejercicio fundamental para entender el actual Estado profundo español. El sistema democrático es el peor enemigo del franquismo en la medida en que obliga a reciclarse bajo el paraguas de los partidos políticos y someterse a elecciones competitivas y periódicas. Lo mismo ocurre con la cara B del Estado dual, que ya no puede actuar con la impunidad con la que actuaba durante el Régimen. El Estado arbitrario se ve compelido a sumergir su arquitectura de poder en las tinieblas del sistema. La democracia obliga a adoptar estructuras híbridas. El deep state no deja de existir, pero debe disimularse. Escoger muy bien cuando actúa, cómo actúa y bajo qué ropajes actúa. Puede hacerlo enfundado en togas (capítulo cuarto), en uniformes militares (capítulo quinto) o policiales (capítulo sexto).


			La segunda parte de este trabajo pretende dar respuesta a otra pregunta. Si antes era el quién, ahora es el cómo. ¿Cómo lo hace el deep state para actuar en el marco de un sistema democrático dentro de la Unión Europea? El subtítulo —“La manipulación de los instrumentos legales”— vuelve a ofrecer indicios de por dónde transcurrirá el relato. El séptimo capítulo se adentrará en la Transición española como instrumento de alta ingeniería jurídica que transforma la razón de Estado franquista en silencios constitucionales al margen de cualquier debate político. Analizaremos cómo la Constitución, de la misma forma que ocurre con el Estado dual o con el Estado profundo, tiene una cara B. Alejandro Nieto lo llama Constitución contranormativa; Juan-Ramón Capella, Constitución tácita. En ambos casos nos estamos refiriendo a un marco normativo plagado de ángulos muertos, de espacios abandonados al designio de una política que, a partir de estos artificios, queda secuestrada por la derecha sociológica franquista. Siempre.


			El capítulo octavo analiza el despliegue del deep state español a través de dos fenómenos suficientemente conocidos en las democracias legalistas: la politización de la justicia y la judicalización de la política. Ambos fenómenos requieren la aplicación de mecanismos constitucionales de poder que los hagan efectivos, como la desviación calculada del principio de igualdad. Este ángulo muerto de la Constitución es una poderosa herramienta de bloqueo en manos de la derecha franquista. La hace aritméticamente necesaria por cualquier decisión política; sobre todo en el nombramiento de jueces y magistrados del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) y del Tribunal Constitucional (TC). Estos artefactos constitucionales de poder serán analizados en el capítulo noveno. El capítulo décimo se adentra en el turbio mundo de los mecanismos procesales de poder. Estos irrumpen cuando el deep state judicial tiene al enemigo en su terreno de juego: el proceso penal. El secreto de sumario, la prisión provisional, el derecho penal de autor, el derecho procesal del enemigo y los informes de inteligencia constituyen potentísimas herramientas de destrucción del prestigio del adversario. Más aún: convierten al sistema político en un Estado preventivo de derecho.


			La manipulación del derecho constitucional y del derecho procesal se complementa con el derecho a la carta. O lo que es lo mismo: transformar la ley en un instrumento más al servicio del Estado profundo y desfigurar el sistema político español hasta convertirlo en una democracia vigilada o limitada donde todo gira en torno a la ley. Ignacio Sánchez-Cuenca lo llama democracia legalista; Martine Kaluszynski, democracia judicial, y Ran Hirschl, juristocracia. El capítulo undécimo analizamos el proceso de transmutación de leyes —algunas franquistas, como la de secretos oficiales; otras constitucionales, como la de los fondos reservados— en escudos protectores de la impunidad del deep state judicial, militar y policial. La regulación de los aforamientos se convierte en el penúltimo eslabón de la protección jurídica. Se asegura, así, que la causa quedará en manos de la alta judicatura que, parafraseando a Ignacio Cosidó, puede ser controlada por la puerta trasera. El indulto es la última pantalla de una impunidad construida con la ley en la mano.


			Finalmente, la tercera parte pretende dar respuesta a las dos últimas preguntas: cuándo y porqué. Antes de responderlas nos centraremos —capítulo duodécimo— en una realidad asociada a la retórica que intenta explicar las cloacas del poder: el conspiracionismo. El Estado profundo se ha revelado como una realidad lo suficientemente híbrida y evanescente como para alimentar teorías de la conspiración. Escribe Anne Aplebbaum que el conspiracionismo tiene el irrenunciable atractivo de dar respuestas sencillas a fenómenos complejos3. El asesinato de John Fitzgerald Kennedy —y de su hermano Bobby—, el asunto Watergate, el Gobierno subterráneo de Richard Nixon o varios episodios de la era Trump, han tratado de ser explicados a partir de la existencia de una coalición de intereses que opera en las profundidades del Estado estadounidense. La Italia de Andreotti —con el asesinato de Aldo Moro y las conexiones de la democracia cristiana con la logia masónica Propaganda Due— y la Rusia de Putin —que combina la desaparición de opositores con la construcción de grandes fortunas extractivas de fondos del Estado— constituyen ejemplos europeos de un poder profundo capaz de matar por alcanzar los objetivos políticos.


			Si queremos una fotografía completa del Estado profundo, necesitamos sumergirnos en sus aguas fecales. Ver cuándo decide actuar y cómo actúa. Hemos optado por cinco escenarios que conforman, a la vez, lo que en el subtítulo de esta tercera parte llamamos “Técnicas de defensa y protección de la razón de Estado”: uno, centrándonos en los episodios de la política española que hoy se explican a través de las teorías de la conspiración (capítulo decimotercero); dos, radiografiando la patrimonialización del Estado a través de la corrupción institucionalizada del Partido Popular (capítulo decimocuarto); tres, analizando la vertiente defensiva de la razón de Estado monárquica (capítulo decimoquinto); cuatro, exponiendo los negocios del Estado profundo a partir del tráfico de información mediante el espionaje político (capítulo decimosexto), y cinco, fijando el punto de mira en la dimensión más totalitaria y represora del deep state: el despliegue de la estrategia de lawfare contra las expresiones políticas consideradas enemigas de la razón de Estado (capítulo decimoséptimo). Cierra el libro un epílogo titulado “El minotauro desbocado”. Hemos canjeado la metáfora del leviatán de Hobbes por el minotauro de Jaume Vicens Vives.


			El Estado profundo como fenómeno global


			Para penetrar en las podridas estructuras del Estado profundo italiano, los magistrados Giovanni Falcone y Paolo Borsellino des­­plegaron una innovadora estrategia como técnica de investigación. Al verse enfrentados con una compleja fenomenología delictiva, llegaron a la conclusión de que no podía ser abordada desde la óptica del caso. El caso servía para enfrentarse a tramas de delincuencia convencional. Aquello no era convencional. El Estado profundo italiano tenía una articulación unitaria, una estructura vertical y una amplia presencia territorial que había arraigado en las instituciones. Gozaba de una relación privilegiada con altos exponentes del Gobierno y varias élites funcionariales. Si esto no fuera suficiente, había incorporado a su dinámica grupos subversivos de peligrosidad contrastada. Falcone y Borsellino llegaron hasta donde nadie había llegado. La inabarcable multiplicidad de acciones criminales ejecutadas, con itinerarios que pasaban por una pluralidad de sedes institucionales —despachos ministeriales, servicios secretos, cuerpos policiales y militares y alta magistratura—, por una diversidad de grupúsculos terroristas y por la omnipresencia de la mafia, les obligó a considerar el fenómeno desde la globalidad.


			La globalidad, esa es la clave. No es una única institución, no es un único partido, no es un único cuerpo. El Estado profundo es una estructura híbrida con dimensiones globales. Esto es lo que descubrieron el pool de jueces que en los años ochenta y noventa se arremangaron, bajaron al subsuelo del Estado italiano, desmantelaron su cara B e hicieron buenas las dudas expresadas por san Agustín en La ciudad de Dios, cuando afirmaba que, en ausencia de justicia, tenía dificultades para distinguir los reinos de las bandas de ladrones. Esto es lo que vieron Falcone y Borsellino: cómo en las profundidades de la política, algunas instituciones del Estado competían con la calle en la generación de delincuencia de alta y baja intensidad. Pero en el éxito de los magistrados también estaba su sentencia de muerte. Ellos lo sabían; sabían que el Estado profundo no perdonaba.


			No lo hizo. A las 17 horas y 56 minutos del 23 de mayo de 1992, el Instituto Nacional de Geofísica y Vulcanología italiano registraba un pequeño seísmo a unos cinco kilómetros del Aeropuerto de Palermo. No era un pequeño seísmo. Era la detonación de 500 kg de explosivos situados debajo de la autopista. El juez Giovanni Falcone, su esposa Francesca Morvillo y los escoltas Antonio Motinaro, Vito Schiafani y Rocco Dicilio perdían la vida. Paolo Borsellino sabía que iba a ser el siguiente. Pero no tenía miedo. “Quien teme muere todos los días; quien no teme solo muere una vez”, decía a menudo. Vivió cincuenta y siete días más que su amigo. El 19 de julio de 1992, un Fiat 126 cargado con 100 kg de trinitrotolueno, colocado delante de la casa de la madre del magistrado, explotó cuando él pasaba por su lado. Paolo Borsellino y cinco miembros de su escolta personal perdieron la vida. La vendetta había culminado. Este doble asesinato fue un antes y un después para el Estado profundo italiano. Otros magistrados —rectos, atrevidos, valientes— siguieron con el sistema de investigación iniciado por los magistrados de Palermo y acabaron destapando una profunda red de corrupción mafiosa e institucional que ha pasado a la historia como la Tangentopoli. Cayeron partidos y líderes políticos, se encarcelaron a mafiosos, lobistas y funcionarios.


			Ya nada volvió a ser igual.


			El magistrado Giuliano Turone —que instruyó el sumario contra la logia P2— ha escrito que no ha habido país del primer mundo donde el vínculo de la política y la criminalidad, de las instituciones y la ilegalidad, el poder oficial y el poder oculto, haya sido tan sólido como lo ha sido en Italia4. Turone atribuye esta realidad a tres grandes fenómenos: 1) las mafias históricas; 2) mil años de papa rey, y 3) haber tenido el mayor Partido Comunista del mundo occidental. Como veremos, el Estado profundo español también presenta sus particularidades; complejas y variadas. También sus raíces criminales; cada vez más estructuradas y sofisticadas, con la consiguiente dificultad para discernir dónde termina la legalidad y dónde comienza el crimen de Estado. Por eso proponemos anatomizarlo a la manera de Falcone y Borsellino: desde la globalidad. Es decir: analizando antecedentes históricos, prácticas y costumbres arraigadas, partidos políticos, marcos normativos y contranormativos, instituciones —militares, policiales y judiciales— y silencios. El deep state español no puede entenderse si uno no bucea en todas estas insularidades de una forma conjunta, conexa y articulada.


			Este ensayo se inspira en algunas de las conclusiones de la tesis doctoral que defendí en febrero de 2021 en la Universidad Autónoma de Barcelona y que fue calificada con la máxima nota. A mi director de tesis y maestro, el profesor Joan Lluís Pérez Francesch, agradezco la posibilidad de empezar debates académicos que me permitieron analizar los ángulos muertos de la política. Dada la inspiración y vocación académica de la obra, el libro no se ahorra el recurso de la nota a pie de página, pero limitándolo a aquellas obras más relevantes o significativas. Los análisis teóricos y prácticos que ofrecemos a continuación son una suma de horas de biblioteca y de conferencias en tribunas políticas y académicas de variada naturaleza. También son horas de reflexión y conversación, de debate y reformulación de posiciones con relación a conceptos que, aunque forman parte de nuestra cotidianidad política y periodística, hasta ahora no habían sido formuladas con el rigor y la profundidad que un análisis alternativo del Estado merecía.
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El deep state. La defensa de la razón de Estado







			Razón de Estado es la máxima del obrar político.


			Friedrich Meinecke






			La identificación entre la legitimidad (punto de partida) y la legalidad (punto de llegada) es la esencia del Estado democrático y de derecho. Legitimidad y legalidad son dos realidades que deben llegar a confundirse. Toda actuación de los poderes públicos tiene presunción de legitimidad. La ley se presume legítima; las sentencias de los tribunales se presumen legítimas; las sanciones administrativas se presumen legítimas. Ahora bien, esta no es una presunción iuris et de iure. Al contrario. Es una presunción iuris tantum. O sea: puede ser impugnada y puede ser puesta en cuestión. Es lo que vamos a hacer a lo largo de este trabajo: poner en cuestión el normal funcionamiento del Estado español. Denunciar —con argumentos jurídicos, filosóficos, politológicos, sociológicos e históricos— el funcionamiento desviado de las principales instituciones del Estado español cuando este se ve amenazado en su propia razón de ser. Es entonces cuando la legitimidad y la legalidad de sus actuaciones se rompe. Y el edificio constitucional salta por los aires.


			Cuando una crisis política aflora en el seno de un Estado, este puede afrontarlo de dos formas: desde las instituciones constitucionales inherentes en toda democracia o desde los ángulos muertos que le permite el sistema institucional. Si opta por la segunda opción, el Estado debe decidir si bifurcarse para disimular el ejercicio de un poder que puede ser visto como autoritario o ilegítimo (solución dual) o disfrazar la ilegitimidad hundiéndose en el subsuelo del sistema para encubrir el déficit de legalidad (opción profunda). En ambas opciones, los poderes se concentran. Y, como escribió Montesquieu, los poderes concentrados, libres de límites y controles, terminan alcanzando formas absolutistas. O peor: convirtiéndose —en ausencia de normas— en lo que Luigi Ferrajoli ha denominado poderes salvajes5. Y es en este marco de deconstrucción de la democracia donde afloran las realidades más desviadas, nocivas y perversas del sistema: redes de influencia, nuevas formas de caciquismo, las cloacas del poder, el tráfico de dosieres, los informes de inteligencia, la judicatura de amiguetes y la policía política.


			La paradoja actual —que no solo afecta al Estado español— es que las nuevas formas de concentración de poder político nos acercan a las viejas formas de ejercer el poder que creíamos haber dejado atrás. Existe una tendencia de vaciar las instituciones de gobierno y sustituirlas por otras formas similares a las del Estado absoluto. El absolutismo —perfectamente resumido en el aforismo princips legibus solutus— se levantó como una forma de gobierno donde los tiranos ejercían el poder sin someterse a ningún otro control que no fuera su voluntad. No había gobernados ni administrados. Había súbditos. Y enemigos políticos. No todo el mundo recibía el mismo trato: a los amigos del tirano se los premiaba; a los enemigos se los castigaba. Esta solución dual de ejercer el poder político —que como ha escrito Perry Anderson fue desarrollada en Francia, Inglaterra o España— no ha desaparecido6. A pesar de que las revoluciones norteamericana y francesa de finales del siglo XVIII —que marcan el paso del absolutismo al liberalismo— no alteran las formas de Estado, el periodo de entreguerras (1918-1939) despertará una nueva realidad: se habrá pasado de una tiranía a una monocracia.


			En las monocracias, el poder político se acabará concentrando en manos de una persona o grupo reducido de personas, ya sean estas una organización o un partido. Lo que nos interesa destacar de las monocracias es que harán aflorar una realidad nunca vista en el contexto del surgimiento de las nuevas democracias. Esta nueva realidad se presentará en el momento de enfrentarse a las grandes crisis políticas y será especialmente pronunciada en aquellos Estados que no hicieron bien el tránsito del absolutismo al liberalismo, como es el caso del Estado español. Ante la adversidad, estos Estados, estas monocracias, tendrán tendencia a la bifurcación en dos realidades diferenciadas, una legítima y otra ilegítima. Una institucional y una enterrada. Una visible y conocida; otra, invisible y profunda. Es lo que se conocerá como Estado dual.


			El ejercicio dual del poder


			Analizar lo que queda oculto, que nadie ve ni controla, ajeno a los procedimientos y a los protocolos, cuya actuación se realiza al margen de la legalidad —o retorciendo la ley a la que, a menudo, dice servir— no es tarea sencilla. Pero que no sea sencilla no significa que no deba hacerse. Uno de los primeros en hacerlo fue Ernst Fraenkel.


			Fraenkel fue un politólogo y abogado que ejerció la defensa de los judíos en un contexto de exterminio por el régimen de Hitler. Narrar la barbarie obligó a Fraenkel a exiliarse a Estados Unidos. Desde allí escribió sobre el funcionamiento del Estado nazi a partir de la existencia de un Estado dual (dual state)7. A pesar de no calificarlo de deep state, exploró la perversidad de operar a partir de un doble nivel de poder insertado dentro de la estructura formal de un Estado. Al primer nivel lo llamó Estado normativo (normative state) y al segundo Estado excepcional (prerrogative state). Ambos coexistían dentro del Estado, pero se trataba de dos formas de operar radicalmente opuestas. La primera estaba sometida a la Constitución de Weimar y sus ciudadanos gozaban de seguridad jurídica en la medida en que las actuaciones llevadas a cabo estaban amparadas por normas jurídicas. La segunda actuaba en base a un mero juicio de oportunidad. No se aplicaban normas, sino medidas adoptadas por un poder —un híbrido invisible que sumaba poder ejecutivo y judicial pero que no era ni poder ejecutivo ni judicial— que no conocía controles ni límites.


			La voluntad de Ernst Fraenkel era retratar los dos mundos que coexistían en la Alemania Nazi: el Estado y el Partido. La estructura burocrática del primero estaba formada por las instituciones legalmente constituidas que funcionaban a partir de un cuerpo de funcionarios reclutado según procedimientos tradicionales. El segundo —sobre todo a partir de 1938— quedó sometido al control del Partido Nazi. Hannah Arendt tachó esta realidad de Estado “larvario”8. Larvario en el sentido de identificar, en un mismo Estado, la realidad inmadura de un animal —que era independiente y morfológicamente distinta— opuesta a la de un adulto. Pero ni Fraenkel ni Arendt eran los primeros en reflexionar sobre el Estado totalitario en términos binarios. Thomas Hobbes lo había hecho mucho antes. Si el leviatán era orden, el behemoth era desorden; si el leviatán era poder, el behemoth anarquía; si el leviatán era el Estado, el behemoth la guerra civil. Las dualidades siempre han aparecido en medio de la reflexión política.


			Volvemos a la Alemania nazi. Como explica el historiador —y experto en fascismo— Robert O. Paxton, la coexistencia de dos Estados dentro de un mismo Estado creaba una ficción. Mientras que el primero funcionaba con aparente normalidad (Hitler nunca abolió oficialmente la Constitución de Weimar de 1919), el segundo lo hacía a partir de los caprichos de los mandatarios nazis, las prebendas a los militantes del partido o los delirios de las élites del Reich invocando, siempre y en todo momento, el destino del pueblo (Volk). De acuerdo con Paxton, una vez iniciada la guerra, el Estado excepcional fue colonizando espacios del Estado normativo hasta el punto de conseguir un dominio casi total del mismo9. El Estado alemán quedó en manos de las élites nazis, que encarcelaban o asesinaban sin rendir cuentas a nadie. Según la doctrina de Carl Schmitt, la decisión del Fürhrer acabó convirtiéndose en la única fuente del derecho.


			En efecto, esta fue la consecuencia del Estado dual. Solo Hitler podía decidir cuándo prescindir de la Constitución o cuándo ampararse en ella. Solo el Fürhrer podía decidir sobre la defensa de la razón de Estado. Era Hitler —y solo Hitler— quien decidía sobre el Estado de excepción en un tiempo en el que la excepcionalidad jurídica era la normalidad política. A pesar de que Carl Schmitt en ningún momento se refirió a la existencia de un Estado dual o dicotómico, ni al Estado profundo o deep state, sí que apuntaba, a lo largo de su extensa obra jurídica, política y filosófica, a los arcana imperii, a los arcana dominationis, a la razón de Estado y, en definitiva, a la existencia, sin decirlo, de un poder al margen de las instituciones que rodean, influyen y condicionan el decisionismo del gobernante.


			Las teorías de Carl Schmitt, como las de Ernst Fraenkel, como las de los maquiavelistas y, más tarde, las de los neomaquiavelistas, como las de James Burnham —expresadas en obras como The struggle for the world (1947)— y las de muchos otros autores que citaremos a lo largo de este trabajo, constituyen un corpus literario y teórico en el que observar la existencia y funcionamiento del Estado profundo. Hoy la academia parece haber aceptado que para analizar el Estado también es necesario penetrar en sus cloacas, en sus arenas profundas; allí donde la política alcanza su forma más perversa o controvertida: la defensa de la razón de Estado. No es en vano que prestigiosas revistas académicas especializadas en Administración pública, como Administration & Society o Administrative Theory & Praxis, hayan empezado a publicar artículos para intentar explicar el fenómeno del deep state a partir de experiencias reales y acreditadas.


			¿Qué es el deep state?


			Mike Lofgren —miembro del personal del Congreso estadounidense y especializado en temas de seguridad— ha sido uno de los analistas que más interés ha mostrado en examinar al Estado profundo; en este caso, el estadounidense. Lofgren se ha referido al deep state como una asociación hibrida de elementos del Gobierno, de las finanzas de alto nivel y de la industria militar —y no solo militar— capaz de gobernar de forma efectiva Estados Unidos sin requerir el consentimiento de los gobernados expresado a través de la política formal10. La tesis de Lofgren parece inspirarse en la obra —traducida por una desaparecida edición mexicana de los años setenta— El capitalismo del Pentágono (1972), del economista Seymour Melman. No es en vano, pues, que Logfren parta del discurso de despedida que Dwight D. Eisenhower pronunció el 17 de enero de 1961 para contextualizar el deep state. El presidente saliente advertía sobre el complejo militar e industrial inherente a la trama político-económica que defendía los intereses armamentistas en Estados Unidos e interfería en las libertades de los ciudadanos y en el propio proceso democrático.


			La tesis de Mike Lofgren se acerca a las teorías que ya había defendido C. Wright Mills en The power elite, publicado en 195611. Según Mills, integraban la élite un “triángulo de poder” formado por los “ricos corporativos”, los “señores de la guerra” y los “directorios políticos”. Los llamaba los altos círculos del poder. O lo que viene a ser lo mismo, una suerte de Estado profundo —de Estado dentro del Estado—, que ejercía el poder al margen de cualquier control democrático y en defensa de una razón de Estado que a menudo tendía a confundirse con sus propios intereses de élite del poder. En el conjunto de relaciones de esta élite, Mills detectaba un claro tráfico de influencias que no era más que la palanca de mando para ejercer el control de la economía estadounidense. Mills no era el primero en formular una teoría de semejante naturaleza. Ni sería el último en hacerlo. Floyd Hunter había llegado a unas conclusiones similares a las de Mills al escribir —en Regional City— que el poder en EE UU estaba concentrado en los gerentes de las grandes corporaciones12. Años después, Robert Dahl y muchos de los llamados neomaquiavelistas llegarían a conclusiones similares13.


			Y aunque a fin de cuentas la obra de Mike Lofgren arraiga un cierto conspiracionismo, nos interesa la naturaleza híbrida del fenómeno. Híbrida en el sentido de que el Estado profundo es un organismo vivo, resultado del cruce de diversas especies distintas —o con cualidades distintas— y que no siempre son fáciles de identificar. Detengámonos un momento en esta variable: la hibridez.


			Parece ser que estas especies diferentes —o que presentan cualidades diferentes pero que se creen dando forma a un sujeto híbrido— son la política y la burocracia. Si debiéramos resumir mucho el fenómeno diríamos que se trata de burócratas —o sea, servidores de un Estado— que toman decisiones de gran trascendencia política para el devenir de ese Estado cuando se ve perturbado en el núcleo fundamental de su razón de ser. Podríamos llegar a decir, también, que al referirnos a servidores hablamos de los militares, de los servicios secretos, de los jueces y fiscales, de los altos funcionarios, de la diplomacia, de las fuerzas y cuerpos de seguridad; hablamos, pues, de todos aquellos que tienen como objetivo velar por el buen funcionamiento del Estado en todas sus dimensiones: desde su prestigio interno y externo a su seguridad, aplicación y respeto a la ley y, en última instancia, al normal desarrollo de los servicios públicos. Esta es la función ordinaria de los servidores del Estado, en consonancia con las directrices políticas que puedan recibir de cada Gobierno.


			La naturaleza híbrida no es la única que define al Estado profundo. Años después de que Fraenkel analizara el Estado nazi desde una lógica dual, David Wise y Thomas B. Ross escribían sobre la existencia de dos Gobiernos en Estados Unidos14. Uno era visible. Sus acciones eran conocidas por los ciudadanos que leían los periódicos, y los niños lo estudiaban en las escuelas. El otro era invisible. Lo era porque se trataba de una maquinaria oculta y afinada, capaz de dirigir la política estadounidense en los años de la Guerra Fría. Este rostro oculto del Estado recogía informaciones, dirigía el espionaje y ejecutaba operaciones clandestinas en todo el mundo. Norberto Bobbio dijo que un Estado puede estar en guerra sin saberlo. Esto es lo que acabó sucediendo en Estados Unidos. En 1986 —y en el contexto de lo que se conoció como Irangate— los estadounidenses descubrieron que el presidente había desplegado una política exterior secreta que contradecía la política exterior pública. La dualidad también había llegado a EE UU.


			Tras la hibridez y la dualidad, la no sumisión a los controles jurídicos y políticos se convierte en el tercer rasgo característico. La falta de accountability es un elemento más que permite identificar al deep state. Las actuaciones de un Gobierno responden a los principios de transparencia y están sujetas al derecho y al control político. La publicidad es, en sí misma, una forma de control. El hecho de que una actuación sea silenciada o disimulada a pesar de que despliegue efectos, tenga consecuencias en la gobernabilidad de una comunidad y afecte a personas o colectivos, es un síntoma de actuación enterrada. El Estado profundo actúa con una agenda propia no sometida a criterios de oportunidad política ni mucho menos de legalidad. De las consecuencias de las actuaciones llevadas a cabo, no responde delante de nadie. La opacidad del poder —ha escrito Norberto Bobbio— es la negación de la democracia15. Por eso el Estado profundo —al desplegar sus decisiones o sus mandatos, al hacer efectivos sus objetivos o para aparentar legalidad— necesita convivir con el Estado normativo. Dicho de otra forma: es el Estado normativo quien le confiere presunción de legitimidad.


			Un cuarto elemento es la convivencia entre ambos Estados. Con esto queremos decir que el Estado profundo coexiste dentro de las estructuras del Estado. No vive en los márgenes; está incrustado dentro de las arterias del Estado hasta el punto de confundirse. Como escribe Alan Wolf —que en la obra The limits of legitimacy (1977) dedica un capítulo bastante documentado a lo que denomina invisibilidad—, junto al Estado visible existe un Estado invisible16. Hay una doble apariencia de gobierno. Norberto Bobbio utiliza la expresión de Wolf para explicar el Estado italiano, donde la presencia del poder invisible —mafia, camorra, logias masónicas atípicas y servicios secretos no controlados— se vuelve extremadamente visible. Como veremos más adelante, esta forma de hacer política es la de los arcana imperii; la política de la defensa de la razón de Estado: al Estado le está permitido lo que a los ciudadanos les está prohibido. Ergo: el Estado, en su dimensión oscura, se ve en la necesidad de actuar desde el silencio, sin publicitar actuaciones que sería preferible que quedaran enterradas en la oscuridad.


			La actuación del deep state reclama una situación de excepcionalidad. O en la lógica de Carl Schmitt, una situación de fuerte crisis que implique un profundo cuestionamiento del orden sociopolítico hasta entonces existente. Este sería el quinto elemento. Operar en un contexto de temor a lo desconocido, pero potencialmente peligroso; esto es lo que lleva al Estado a autoprotegerse. El sociólogo alemán Heinz Bude se ha referido a ello denominándolo la sociedad del miedo17. Bude nos recuerda —de la misma forma que lo hacía Mike Lofgren al hablar de la naturaleza híbrida— que fue Franklin D. Roosevelt quien, en su toma de posesión de 1933, advirtió que la idea de absorber el miedo era la primera labor del Estado. Roosevelt pensaba en el estado del bienestar, pero este no podía borrar el miedo más profundo, el temor a ser atacado por un enemigo interno o externo. Harold Lasswell llegó a referirse a ello mediante la expresión the garrison state: élite político-militar formada por especialistas en la violencia.


			Sería en el tránsito de la normalidad a la excepcionalidad cuando emerge el Estado profundo. El binomio normalidad/excepcionalidad está en la base del Estado dual de Ernst Fraenkel. Para Fraenkel el Der Doppelstaat es consustancial al capitalismo contemporáneo. Las élites económicas más poderosas necesitan al Estado de derecho para garantizarse los derechos individuales —sobre todo los patrimoniales— y la seguridad jurídica para proteger sus negocios. Pero también necesitan de la arbitrariedad que reprima el descontento social, que detenga revueltas que pongan en peligro el statu quo. El Estado —en la era capitalista— debe aprender a convivir con el miedo. Y la mejor forma de hacerlo es replegándose. Para ser efectivo en la defensa de la razón de Estado, el poder necesita estar concentrado. Insistimos en que el deep state no habita en la periferia; se concentra en el epicentro del Estado, aunque lo hace de forma enterrada. No interpela al principio de descentralización. La concentración de los aparatos paraestatales sumergidos en los rincones oscuros de las instituciones gubernamentales son el sexto elemento.


			Finalmente, el séptimo elemento sería una capacidad real de influencia, de marcar el rumbo de la política, de intervenir efectivamente en la vida social y económica de un país. Ser decisivo. Las decisiones que toma el deep state no son decisiones superfluas, sin consecuencias o de menores consecuencias. Al contrario. Cuando el deep state actúa —ya sea mediante sentencias, medidas, actos administrativos, resoluciones, informes, detenciones, asesinatos, etc.—, lo hace porque el Estado ve amenazado lo que considera su misma razón de ser. Actúa como un animal que se ve atacado y se debate entre la vida y la muerte. Es entonces cuando la maquinaria enterrada, que habita en las cloacas de la política, despierta. Al despertar actúa. Y cuando actúa no se mueve en el perímetro de la legalidad o de la moralidad o de la responsabilidad. Al contrario. Muestra su rostro más salvaje.


			El arte del buen gobierno. 
La defensa de la razón de Estado


			En la base de toda idea política siempre existe un fundamento antropológico. O, si se prefiere, metafísico. La razón de Estado —co­­mo concepto político— nace de una concepción negativa de la naturaleza humana. Tiene su origen en el mal. Para los teóricos de la razón de Estado, el hombre es un ser depravado, inmoral, indecente y pecaminoso. No hace bien si no es forzado a hacerlo. Si el hombre no queda sometido a regulaciones estatales, sería capaz de iniciar una guerra de todos contra todos. Se impondría la tiranía, que es el gobierno del más fuerte. De hecho, la expresión “el derecho de los más fuertes” era la forma que tenían clásicos como Calicles, Trasímaco de Calcedón y Critias —todos ellos sofistas y partidarios del realpolítik— de referirse, sin hacerlo explícito, a la razón de Estado. Aristóteles, por el contrario, confiaba en la naturaleza humana. El problema era la ordenación de las actividades que se desarrollaban en la polis. Allí se generaba la tensión entre la libertad y la organización. No había polis perfectas, ciudades ideales. Había que exigir un cumplimiento mínimo inexcusable para llegar, después, a la perfección.


			No es hasta la Edad Media —coincidiendo con la crisis del aristotelismo político— que aflora una primera versión de la razón de Estado. El tránsito de los siglos XIII al XV está lleno de expresiones como el arte del buen gobierno o el arte de preservar la ciudad, que implican una cierta idea de razón de Estado. Esta crisis será uno de los elementos determinantes para la aparición y desarrollo de ese concepto. Se identifican hasta tres momentos particularmente relevantes en los que, desde una perspectiva histórica, surgen figuras intelectuales que deciden escribir y teorizar sobre esta razón. El primero lo ubicamos en la Edad Moderna. Lo representarían las reflexiones filosóficas y políticas de Maquiavelo. Con el florentino se registra un salto de calidad en la reflexión sobre el poder y el ejercicio del poder. Se inicia una nueva era que es, a su vez, el comienzo de una nueva tradición del pensamiento político.


			El segundo momento lo situaríamos en el marco de los análisis de los teóricos de la razón de Estado que pretenden poner en perspectiva los intereses de los Estados nacionales —sobre todo italianos y franceses— durante los siglos XVI y XVII. Se detecta un esfuerzo en definir la razón de Estado. Se profundiza en el concepto, se le ajusta y, en último término, se construye un significado que es lo que nos llega hasta nuestros días. Sería el caso de Giovanni Botero. También el de una amplia escuela de contemporáneos como Hugo Grocio —y su derecho de guerra (1625)—, Jean Bodin —y la teoría de la soberanía como poder dominante y sin límites (1576)— y, sobre todo, Thomas Hobbes y su antropología del miedo.


			El tercer momento se produce cuando la evolución del concepto alcanza su máxima expresión, sobre todo en la cultura alemana de los siglos XIX y XX. Es lo que se ha conocido como la doctrina del Estado-poder18. Son representativos de este movimiento intelectual Friedrich Hegel —que elogió a Maquiavelo por haber anticipado la importancia del moderno Estado nación—, Leopold von Ranke —que hizo hincapié en la razón de Estado en los hechos diplomáticos y la política internacional—, Heinrich von Treitschke —inspirador del culto al poder alemán que comportaría, más tarde, el ascenso de Adolf Hitler—, Friedrich Meinecke —estudioso de los conflictos entre la razón de Estado y los valores morales—, Carl Schmitt —y su particular visión de la política como una guerra por la aniquilación del enemigo— y, por último, Hans Morgenthau —uno de los grandes teóricos sobre las relaciones internacionales a partir de la aplicación del realismo político—.


			No los citaremos a todos. Optaremos por desarrollar el pensamiento político de aquellos teóricos cuya literatura ha resultado especialmente relevante, sobre todo, a la hora de desarrollar lo que aquí nos interesa: la razón de Estado.


			Maquiavelo, Botero y los orígenes 
de la razón de Estado


			Siempre aparece Maquiavelo. Cuando el analista, el estudioso o el académico se enfrenta con el Estado, el poder político y las cualidades que se le reclaman a un gobernante, siempre irrumpe El príncipe de Maquiavelo1919. Y es que El príncipe es uno de los primeros libros —tal vez uno de los más significativos, incluso uno de los más citados— que habla sobre la razón de Estado. Cualquiera que hubiera profundizado en los clásicos o en la obra de Tito Livio —y Maquiavelo lo hizo— sabía que la política no podría explicarse, ni podía entenderse, ni siquiera podía ser ejercida, sin considerar la naturaleza humana. Narrar la política significaba dejar de lado variables como la pasión, la tentación, el vicio o la envidia.


			Maquiavelo no solo hace esto; plantea, además, un dilema político y moral de primer orden que abre la veda a los tratadistas del siglo XVII para impugnar su obra. Sus tesis descansan sobre un supuesto que inquietó a la Iglesia: separar la esfera política del ámbito de la moral individual. No eran compatibles, escribió. Venía a decirnos que la gestión de los asuntos de Estado no podía ser analizada ni valorada en función de los principios religiosos o morales. La dureza de los calificativos que recibió por defender esta posición fue un claro reflejo de la aceptación, en las cancillerías europeas, de sus tesis. Y si bien es cierto que El príncipe es un manual en el que la razón de Estado, pese a no ser explícitamente citada, impregna todo el texto, no es el primero en hacerlo. En La república, Platón expresa, por primera vez, que la moral y la política no son las mejores compañeras de viaje cuando se interpone el beneficio colectivo o el interés de Estado.


			La premisa platónica parece anticipar la máxima maquiavélica de que las normas de la moral o de la ética están compelidas a ceder su espacio a las normas del poder. Estas tienen el don de la prioridad. Gozan del beneficio del interés supremo. Cuando Aristóteles, en el libro octavo de una de sus obras más relevantes —La política—, nos habla “De los medios de conservación de los Estados monárquicos”, traza una magistral descripción del tirano que más adelante personificará al príncipe del estratega político florentino.


			Y es que la razón de Estado es uno de los temas fundamentales del pensamiento político de Maquiavelo. A criterio del florentino, solo la razón de Estado tiene la fuerza para legitimar y justificar la acción política. El elemento clave es, pues, la acción política. Esta debe ir encaminada a asegurar la supremacía del Estado sobre cualquier otra variable del orden social o económico establecido. Desde esa perspectiva, la razón de Estado alcanza un primer objetivo: el de preservar la supervivencia y la seguridad del Estado. Todo es válido si es con el fin de legitimar cualquier actuación, decisión o acción destinada a la defensa de la razón de Estado. Incluso aquellos mecanismos secretos del Gobierno, aquellas conspiraciones en la sombra o las luchas enterradas por mantener el poder político. Estos artificios los conoceremos más adelante como secretos de Estado. A partir de El príncipe y de los Discursos sobre la primera década de Tito Livio, Maquiavelo se inscribe de lleno en el realismo político.


			El principal interés de Maquiavelo no era la teoría política. Más bien le interesaba la dimensión práctica de lo que él consideraba el arte de gobernar. Gobernar era un ejercicio virtuoso; la máxima esencia del pragmatismo, del realismo y del posibilismo, siempre con un objetivo en el frontispicio de cualquier actuación: la defensa de la supremacía del Estado. El poder es un fin en sí mismo que reclama su operatividad para adquirir, retener, ampliar y asegurar ese poder. Para trabarlo. Ensancharlo. Hasta hacer del poder un poder absoluto. Por eso Maquiavelo separa la política de la moral, de la ética, de la religión y de la metafísica, y presenta al Estado como un sistema autónomo de valores independientes.


			Maquiavelo es consciente de que en el ejercicio del poder como máxima expresión de la gobernanza aflora la naturaleza conflictiva de la relación entre el gobernante y los gobernados. Esta relación puede llevar o incentivar o desembocar en la ineficacia de las instituciones. Para resolver esa tensión, el gobernante debe ser pragmático. El pragmatismo del gobernante es la mejor arma para defender la razón de Estado. Desde entonces, la protección de esta razón hace que se permita al Estado hacer lo que le está prohibido al ciudadano. El individuo está obligado a decir la verdad; el gobernante no. Los hombres están obligados a cumplir las leyes; el gobernante no. La obligación del príncipe es la de proteger al súbdito, aunque, para protegerlo, deba recurrir a la mentira o a la violencia. Mentira y violencia, pues, se revelan como instrumentos al servicio de la defensa del principado.


			Puede sorprender la afirmación de que la razón de Estado, aunque es una expresión de clara estirpe maquiavélica, no aparece expresada como tal en los textos del florentino. Esto no invalida, como hemos expuesto, que sea el propio Maquiavelo uno de los primeros tratadistas en explorar la esencia de la razón de Estado. Quien sí utilizará explícitamente la terminología de la razón de Estado será Giovanni Botero, un autor relegado a segundo plano que impugnó la obra de Maquiavelo y alimentó sus propias tesis. Botero era lector de obras históricas —le otorgó gran capacidad para comparar situaciones pasadas y recurrir a ejemplos para ilustrar sus propósitos— y de lecturas teóricas. Los seis libros de la república de Jean Bodin, publicados en 1576, influyó decisivamente en la obra que años más tarde acabaría publicando: Della ragion di Stato. El texto —sistemático y lleno de ejemplos clásicos y contemporáneos que van desde Tiberio hasta Hernán Cortés— refleja todo el bagaje lector de Giovanni Botero.


			En efecto, Botero fijará los objetivos de la razón de Estado en su obra más importante y terminada; una obra magna de diez volúmenes publicada en 1589. El primer objetivo, asegurar su existencia y conservación. El segundo, generar sus condiciones para la expansión y crecimiento. Y el tercero, expresar su esplendor. Para Botero, la razón de Estado será un concepto que se articulará en un sentido general; es decir, se tratará de un conjunto de objetivos superiores y edificantes que legitimarán el ejercicio de la política. Sin estos objetivos la política no será más que una actividad mediocre, superflua, irrelevante. La noción de la razón de Estado de Botero es herencia directa de Maquiavelo; pero se diferencia de Maquiavelo en relación con dos aspectos que Botero considera trascendentales en un Estado: la moral y la religión. Si el fundamento del Estado es la obediencia de sus súbditos para que no subsanen las leyes o consignas del gobernante, el príncipe debe destacar en el ejercicio de la virtud.


			La virtud debe encaminarse a la consecución de dos objetivos: la reputación y el amor.


			El Estado aparece como un ente que ejerce el dominio sobre las personas a partir de la reputación y del amor, pero también de la justicia y de la prudencia. La razón de Estado, en esta lógica, gira en torno a una suma de objetivos superiores que otorgan legitimidad y estabilidad al gobernante, sobre todo cuando el gobernante debe garantizar la existencia del Estado y su conservación. Sin olvidar la creación de las condiciones necesarias para realizar su propia expansión. Un elemento importante es la seguridad del Estado; exigencia que el gobernante debe garantizar. Si para ello debe violar normas jurídicas, morales, políticas y económicas de carácter imperativo, el gobernante debe ser capaz de ponerlo en el frontispicio de su actuación. La doctrina de Botero es también una teoría empírica del realismo político que explica la conducta de los gobernantes y la toma de decisiones en determinados contextos influenciados por las relaciones internacionales.


			Puede afirmarse que la conservación de poder político es una preocupación fundamental en la obra de Giovanni Botero. El poder político es el instrumento más eficaz para someter a los súbditos y evitar las disputas internas. Estas disputas las clasifican a partir de dos modalidades. La primera, aquella en la que los gobernados combaten entre ellos (guerra civil). La segunda, en la que los gobernantes se conjuran contra el príncipe (rebelión). Ambas pueden evitarse con la virtud del príncipe. La pregunta es: ¿cómo? La respuesta: cultivando el supremo aprecio por los gobernados, ser justo y saber perdonar, ser honrado y amable, evitar la violencia y el fraude. Los Estados, según Botero, fracasan o caen por causas externas e internas. Destaca la incapacidad del príncipe —ya sea por ineptitud o por infantilismo o pérdida de reputación— para tratar a los súbditos. También la violencia o la crueldad ejercida sobre la población ensombrece el honor del príncipe y lo hace vulnerable a posibles revueltas.


			El leviatán de Thomas Hobbes


			Thomas Hobbes es, después de Maquiavelo, el filósofo más importante de la política en la época moderna antes de Hegel. Hobbes ha compartido con Maquiavelo ser un escritor maldito, despreciado y vilipendiado. Incluso Carl Schmitt, al que hemos citado y seguiremos citando de forma abundante y generosa, haría un uso y un abuso desproporcionado de su obra para argumentar la defensa del totalitarismo nazi, contribuyendo, así, a su mala reputación20. Nadie puede negar la relevancia de la aportación intelectual de Thomas Hobbes; una importancia que radica en que su reflexión se inscribe en los ámbitos de la metafísica materialista, la antropología del pesimismo y el absolutismo político.


			En la teoría absolutista de Hobbes —expuesta en su obra más conocida, Leviatán (1651)—, el mal se convierte en la condición básica y esencial de la política21. El mal encarna la condición natural de la persona que se materializa en estados como dolor, miedo, sufrimiento o muerte. Para enfrentarse al mal, la sociedad civil opta por crear una comunidad colectiva previamente ordenada. En el corazón de esta idea de orden se encuentra, por un lado, el Estado —y el concepto de soberanía— y, por otro lado, la teoría de la debida obediencia. Es ahí donde entra el derecho. Porque todas las personas, por el mero hecho de ser personas, tienen derecho sobre todas las cosas. El problema es que los bienes disponibles son escasos. Y la escasez provoca enfrentamientos en una guerra de todos contra todos —bellum omnium contra omnes—, donde cada hombre se transforma en un lobo capaz de devorar a otros hombres —homo homini lupus—.


			El ser humano es, según Hobbes, un ser egoísta, insaciable, violento y peligroso; un ser sin escrúpulos y ávido de poder. Consciente de ese defecto, el ser humano quiere garantizarse su propia existencia. Solo así se explica que la comunidad acuerde suscribir un contrato social, denominado pacto de unión —pactum unionis—, que asegure el nacimiento de la sociedad civilizada. A partir de este pacto, los hombres y las mujeres renuncian a sus derechos y ceden su protección a un tercero —el soberano— a cambio de obediencia. De esta forma la autoridad del soberano —el Estado— se revela legítima.


			En este contexto, la razón de Estado se presenta como el mal menor en aras a evitar una guerra de todos contra todos. O sea: la razón de Estado se alza como la garantía del soberano en prestar protección a los súbditos a cambio de obediencia. La contraposición es que se acepta el absolutismo como una forma de gobierno donde quien posee el poder lo ejerce sin dependencia, sin control, sin garantías, sin frenos. Tampoco tiene límites jurídicos, ni éticos, ni morales. Es un poder absoluto que no admite contrapeso alguno.


			No debe extrañarnos que las formulaciones teóricas de Hobbes sobre el Estado sean conceptualizadas como las propias del absolutismo político. Los estudiosos de la obra del filósofo de Malmesbury han condensado en seis los elementos más característicos de la teoría hobbesiana sobre el Estado. A saber: 1) el pacto fundacional es irreversible; 2) el poder del soberano es indivisible; 3) solo el Estado —y no el ciudadano— puede decidir sobre el bien y el mal; 4) la exigencia de obediencia debida forma parte de la soberanía del Estado; 5) esta misma soberanía excluye la licitud del tiranicidio y, finalmente, en lo que es uno de los postulados más característicos de la teoría política del Estado de Thomas Hobbes, 6) el Estado no tiene por qué estar sujeto a las leyes del Estado. Esta —y no otra— es la esencia de la razón de Estado.


			Definir la razón de Estado


			Hemos visto que la razón de Estado, como forma de legitimidad del poder político, gozó de sus mejores momentos en tiempos del Estado absoluto. A medida que el Estado absoluto fue cediendo su espacio al Estado liberal de derecho y, después, al Estado constitucional democrático, esta razón fue situándose en la parte más oscura, vergonzosa e inconfesable de la política. La exigencia de paz continuada provoca la construcción del Estado, tal y como nos ha llegado a nuestros días. Para mantener el Estado es necesario hacer uso de la fuerza, la coacción y la dominación de los administrados por parte del gobernante, sea este príncipe o rey. Es por eso por lo que la doctrina de la razón de Estado pretende separar el binomio política y ética. Se reclama la autonomía de la política para convertirla en una técnica de adquisición, conservación, defensa e incremento del poder del Estado. La ética debe quedar relegada a la esfera privada del gobernante. El interés supremo del Estado no podrá estar subordinada al derecho.


			La consolidación de los Estados nación comienza a conferir a la política un carácter distinto. El poder del soberano deberá convivir con un entramado administrativo cada vez más complejo, más denso y de mayores ramificaciones. Al rey le será imposible despachar en solitario todos los negocios en los que el Estado resulta interpelado. La complejidad de los asuntos obligará al monarca a dotarse de una tecnoestructura que será compleja y que deberá velar por todos los problemas —internos, pero también externos— con los que tenga que enfrentarse la Corona. Los ministros empezarán a adquirir un protagonismo creciente en la vida política europea. Francia será el ejemplo más claro. Allí surgirán dos poderosas figuras que, por muchas razones, podríamos considerar la imagen propia de la defensa de la razón de Estado: Armand Jean du Plessis (conocido como el cardenal Richelieu) y su sucesor, Jules Raymond Mazarin (el cardenal Mazarino).


			La literatura, ya sea historia, teórica o de ficción, han retratado a los dos cardenales —sobre todo a Richelieu— como políticos, diplomáticos y estadistas que, suplantando el poder del rey, han protegido los intereses del reino por encima de consideraciones que, de conocerse, hubieran escandalizado los antimaquiavélicos de la contrarreforma. Sin ir más lejos, la coalición de intereses del cardenal Richelieu con protestantes y turcos en la lucha contra España se considera uno de los ejercicios emblemáticos de la defensa de la razón de Estado por encima de contemplaciones religiosas o morales. El cardenal Mazarino no escatimó recursos ni se libró de escrúpulos para conseguir el poder. Incluso —dicen— mantuvo relaciones amorosas con la reina. Suyo es el opúsculo Breviaire des politicien (1684); un texto breve y directo sobre el arte de gobernar que nada tiene que envidiar a El príncipe de Maquiavelo.


			Llegado a este punto nos preguntamos: ¿cómo definir la razón de Estado?


			Estamos de acuerdo con Rafael del Águila en que la razón de Estado es un concepto vinculado al mal22. El concepto —seguimos con el profesor Del Águila—23 nos acerca a una especie de conocimiento prohibido donde la ética y la política se convierten en elementos incompatibles y donde el concepto en cuestión es sustituido por otros como “interés nacional” o “sentido de Estado”. Para Norberto Bobbio, aproximarse a la razón de Estado es adentrarse en el campo de las promesas políticas imposibles o incumplidas. Significa penetrar en el conflicto desde el realismo político y mirar de frente al rostro oscuro del poder24. Incluso en las democracias más perfeccionadas, la razón de Estado se oculta en las interioridades de sistema; allí donde habita el lado oscuro de la política. Solo así puede definirse una prerrogativa del Estado que, al desplegarse para alcanzar sus objetivos, sus fines y propósitos, lo hace violando el derecho, la virtud, la moral y el buen gobierno. Más aún, lo hace usando los medios violentos —represores si son necesarios— o tergiversando el derecho si hace falta. La razón de Estado no conoce normas, ni controles, ni frenos. El mantenimiento del poder político del Estado es el objetivo último de la razón de Estado.


			La razón de Estado se articula, pues, en torno a un conjunto general de objetivos superiores tendentes a garantizar no solo la supervivencia y la conservación del Estado; también su expansión, su consolidación y su defensa frente a los ataques externos e internos. Ergo, en el epicentro de la razón de Estado —de su puesta en funcionamiento y de su discurso— está la política de potencia. La Machtpolitik, concepto desarrollado durante la época en la que el término razón de Estado alcanzó su más alta conceptualización. También se la conoce como la doctrina del Estado-potencia o teoría del Machtsaatsgedanke. Los conceptos de realismo político, de hegemonía, de soberanía, de conflicto, de estrategia y de poder absoluto complementan el concepto de razón de Estado en esta doctrina de raíz alemana.


			Los arcana imperii, o el secreto de Estado


			Situémonos en el Renacimiento. Más concretamente, situémonos en la cultura del Renacimiento que busca interpretar filosóficamente los cambios estructurales mediante una nueva imagen global de la persona mucho más cercana a la vida real. Se propone un regreso a los clásicos. La persona y la naturaleza pasan a ocupar el corazón del debate, sitio hasta entonces reservado a la divinidad. El liderazgo cultural pasa a los laicos y a la burguesía de las grandes ciudades. La Florencia de los Médici —epicentro geográfico y capital del Renacimiento—, la Nápoles aragonesa y la Roma de los papas, por poner solo unos ejemplos, se convierten en centros urbanos donde empieza a fraguarse una nueva cultura del saber.


			El principal instrumento de fondo es el retorno al principio. Allí donde comienza todo. En los orígenes. Así lo conciben los renacentistas: volver a los clásicos y a la naturaleza como fuerza que produce y revitaliza las cosas. Devolver a la persona y a su relación con el mundo. La posición del individuo y de la naturaleza y la forma de relacionarse para hacer del mundo su reino es el común denominador que coagula el conocimiento de los humanistas, platónicos, aristotélicos y magos. Y no solo eso. En la búsqueda del papel de la naturaleza como instrumento indispensable para la realización de los fines de la persona, la disciplina de la magia —dicha también filosofía de la naturaleza— se esfuerza en buscar las fórmulas o procedimientos milagrosos que expliquen cómo los más profundos misterios naturales sitúan al hombre en una posición de poder ilimitado capaz de cambiar, modificar y alterar los designios de la naturaleza.


			Uno de los máximos exponentes de esta corriente filosófica es Teofrasto Paracelso, conocido solo como Paracelso. Fue médico, alquimista y astrólogo. Su obra parte de la idea de que la naturaleza es una realidad total regida por principios propios. La labor de la filosofía consiste en descubrir cuáles son estos principios, interpretarlos y dotarlos de contenido. Paracelso prescinde de hipótesis y doctrinas ficticias y se propone investigar a partir de la aplicación del método científico. En su condición de pensador y médico, considera que la medicina se fragua a partir de cuatro disciplinas: la teología, la filosofía, la astrología y la alquimia. Las cuatro tienen un carácter mágico. La teología sirve al médico para utilizar la influencia divina. La filosofía permite ofrecer una explicación, dar un resultado en forma de argumento o teoría. La astrología para aprovecharse de las influencias celestes, de las que emanan las enfermedades y sus cuidados. La alquimia representa el extracto corporal obtenido mediante el análisis artificial que permite separar el elemento dominante de otros elementos que se encuentran mezclados en la materia.


			Finalmente se encuentra la figura mística de los arcanii. Fuerzas todopoderosas que operan en todas las cosas, que para ser analizadas deben ser llevadas a la luz. Y el análisis a partir de la iluminación de lo oscuro, que está oculto y todopoderoso, solo puede hacerlo la alquimia. Es entonces cuando las reflexiones teóricas —filosóficas, jurídicas y políticas— que colocan al Estado nacional en el epicentro de los razonamientos se conjugan con otros conceptos como la soberanía, el absolutismo, el realismo político, las formas de gobierno y el contrato social.


			En sus orígenes, la razón de Estado estuvo relacionada con prácticas como el esoterismo y la magia, vinculadas, sobre todo, a una mayor reflexión sobre la naturaleza y las fuerzas —aún desconocidas— que actuaban en su interior. Se decía que quien llegara a conocer y dominar los secretos de las fuerzas que mueven la naturaleza podría llegar a dominar a los hombres y sus pasiones. El objetivo de los arcanii era doble: conservar el Estado y conservar la forma de gobierno. Los primeros serían los arcana imperii y los segundos, los arcana dominationis. El maquiavélico Gabriel Naudé venía a decir que en los arcana imperii se escondían dos fenómenos distintos, aunque estrechamente vinculados: el fenómeno del poder oculto y el poder que se oculta; es decir, que se esconde. El primero tiene relación directa con otro tema que preocupó a los escritores y filósofos que se dedicaron al estudio de la razón de Estado: el secreto de Estado. El segundo abrazaría el tema de la mentira lícita y útil, que se remonta al pensamiento político de Platón y a los “discursos sofistas” de Aristóteles.


			Pero los arcana tenían un peligro: allí donde el poder siempre permanece oculto, el contrapoder —siempre existente y siempre con voluntad de convertirse en poder— también tiende a mantenerse oculto. Poder invisible y contrapoder invisible, nos dice Norberto Bobbio, son dos caras de la misma moneda25. La historia de cualquier régimen autocrático y la historia de la conjura son dos historias paralelas que se retroalimentan mutuamente. El poder secreto se convierte en el estímulo necesario para crear su némesis: el antipoder. O el contrapoder. Este también será secreto y se manifestará de diversas formas; todas ellas amarradas de secretismo: conjuras, complots, conspiraciones, intrigas de palacio, sediciones, revueltas, rebeliones y golpes de Estado. El golpe de Estado surge aquí como instrumento para hacer valer una alternativa en la defensa de la razón de Estado. O para hacerse con el Estado y hacer valer su razón por parte de aquellos que habían quedado extramuros de sus estructuras de poder.


			Para la razón de Estado, el secreto se refiere a una información que no puede ser revelada, que debe ser protegida, que requiere discreción y silencio en su práctica o en su ejercicio. Se considera lícito hablar de “secretos de Estado” como una expresión que determina la exclusión de una información de naturaleza política o militar que puede comprometer el buen fin del Estado. No hay Estado democrático en el mundo que haya renunciado a los secretos de Estado. Tanto es así que no hay mejor estrategia para obtener información que conseguirla sin que los terceros sean conscientes de que uno está buscando esa información. Este es el origen del poder secreto al igual que este es el origen, también, del fenómeno del espionaje. Toda literatura que da origen al saber político moderno está obsesionada por el secreto. Los regímenes totalitarios que ha conocido en el siglo XX —el fascismo, el comunismo, el nazismo y el franquismo— ilustraron el efecto perverso que implicaba la normalización del secreto en la vida pública. Advertía Hannah Arendt que en un Estado totalitario el verdadero poder, el auténtico, comienza allí donde se emplea el camino del secretismo26.


			Cuando el secreto no ha sido suficiente, ha aflorado otra realidad: la mentira de Estado.


			En uno de sus libros más relevantes, Henry Kissinger defiende que el Estado y el ciudadano tienen una moral diferente27. A partir de esta premisa, quien fue secretario de Estado con Richard Nixon, alaba a estadistas como el cardenal Richelieu, Klemens von Metternich, Otto von Bismark y Theodore Roosevelt, que ejercieron funciones de responsabilidad sin tener en cuenta cuestiones relativas a la moral a la hora de defender los intereses de Estado. La mentira política, según Kissinger, debe ser tolerada. Es lo que George F. Kennan —responsable de los documentos Telegrama largo (1946) y X (1947), fundamentales en la estrategia de contención de la URSS que marcó la Guerra Fría— denominó mentira necesaria. La mentira necesaria se convirtió en un elemento fundamental de la diplomacia norteamericana y de lo que el propio Kennan llamó, en 1948, guerra política28.


			Difícilmente puede negarse que la mentira —y quien dice mentira dice también la no verdad— se ha transformado en una herramienta política que, bien gestionada, se ha puesto al servicio de la defensa y preservación del Estado. Una de las herencias más dañinas de los regímenes políticos totalitarios es la producción masiva de mentiras para usarlas en el espacio político. Es necesario sumar la cooperación necesaria —y la complicidad agradecida— del llamado periodismo de Estado y de las nuevas tecnologías; muy especialmente las redes sociales. Actualmente las fake news se convierten en un elemento más de la política y forman parte de la estrategia de lo que se ha conocido como operaciones de influencia29. O sea: estrategias de persuasión de la población vinculadas con la guerra psicológica y propagandística o a la guerra judicial o lawfare. Manufacturar —en expresión de Noam Chomsky— información para ponerla al servicio de la defensa de la razón de Estado o para usarla como arma para eliminar al enemigo político.
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